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Vistos los autos: “Granja Tres Arroyos SACAFEI c/ 

Municipalidad de Río Cuarto s/ acción meramente declarativa de 

derecho”. 

Considerando: 

1°) Que en el año 2016 la empresa Granja Tres Arroyos 

inició una demanda contra la Municipalidad de Río Cuarto a fin 

de que se declare la inconstitucionalidad de los artículos 175 y 

270 a 275 del Código Tributario de ese Municipio, que regulan la 

Contribución que Incide sobre los Servicios de Protección 

Sanitaria. Consideró que esas disposiciones crearon un impuesto 

y no una tasa municipal, que se erige en una aduana interior en 

tanto se cobra a los introductores de productos alimenticios al 

Municipio y se superpone con regulaciones bromatológicas 

federales.  

2°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba 

resolvió confirmar la decisión del juez Federal de Río Cuarto, y 

por lo tanto mantuvo la declaración de inconstitucionalidad de 

los artículos 270 a 275 citados.  

Para así decidir, consideró que el punto a dirimir 

consistía en evaluar si la Ordenanza Fiscal viola las 

disposiciones constitucionales que protegen la libre circulación 

de mercadería (en este caso, la comercialización de aves y 

productos avícolas), afectando el derecho a reglamentar el 

comercio conferido al Congreso de la Nación como facultad 

Buenos Aires, 3 de agosto de 2023
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exclusiva en virtud del artículo 75, inc. 13 de la Constitución 

Nacional. 

A tal efecto, luego de repasar las cláusulas 

constitucionales, legales y reglamentarias involucradas, recordó 

que la contribución aquí cuestionada es una “tasa de abasto”, 

cuyo fin primario “es el de financiar el costo de los servicios 

destinados a verificar la condición de ‘apto para consumo’ de 

los alimentos perecederos”. En ese orden, aclaró que el Código 

Alimentario Argentino es el ordenamiento que establece las 

condiciones y los requisitos de elaboración, fraccionamiento, 

envasado, conservación y transporte de alimentos; y que esa 

norma atribuye competencias concurrentes a las autoridades 

nacionales y provinciales para ejercer el control sanitario de 

todos los alimentos que se producen en el territorio nacional o 

se introducen en él.  

Precisó que “la doctrina y la jurisprudencia son 

pacíficas en sostener que de acuerdo a lo dispuesto en el Código 

Alimentario los municipios no son su autoridad de aplicación. 

Circunstancia ésta que se encuentra ratificada en la Provincia 

de Córdoba por su adhesión –mediante ley provincial 5313– a la 

ley nacional 18.284 (Código Alimentario Argentino)”. Señaló que 

las autoridades de aplicación son la Subsecretaría de Gestión y 

Control Alimentario, la Comisión Nacional de Alimentos, el 

Servicio Nacional de Sanidad Animal (SENASA) y la Administración 

Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) 

(cfr. fs. 409).  
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Sobre esa base, destacó que en el diseño de la 

normativa local solo después de pagada la tasa, la entidad 

municipal autoriza el ingreso de los productos alimenticios en 

el municipio. Por ello, concluyó en que el tributo en cuestión 

es inconstitucional por constituir un derecho aduanero sobre 

mercaderías en tránsito, vulnerando la cláusula comercial del 

artículo 75, inc. 13 y los artículos 9°, 10 y 11 de la  

Constitución Nacional que establecen la libre circulación en el 

territorio argentino y prohíben las aduanas interiores. 

3°) Que contra esa sentencia interpuso recurso 

extraordinario el Municipio de Río Cuarto a fs. 415/434, que fue 

concedido parcialmente a fs. 444/445. 

El recurrente plantea, como cuestión federal, la 

interpretación de la ley 18.284 y el decreto 815/99, normas que 

-según sostiene- no dejan de lado a los municipios. Entiende que

ese ordenamiento encomienda el control sanitario a las 

autoridades locales y nacionales de forma concurrente. 

Específicamente, señala que el control de mercadería por otras 

jurisdicciones se encuentra regulado en el decreto 4238/68, 

disposición que, a su juicio, “resulta dirimente a los fines de 

demostrar las facultades de control concurrente” (fs. 420).  

En esa línea, señala que el decreto nacional 815/99, 

que puso en marcha el Sistema Nacional de Control de Alimentos, 

en sus artículos 12, 13, 16 y 19, reafirma las facultades de 

control que poseen los municipios.  
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Invoca la autonomía municipal que la Constitución 

Nacional le reconoce y cuestiona la decisión de la Cámara por 

desconocer y restringir el poder de policía que tal autonomía 

confiere. En ese sentido, recuerda que la ley 18.284 es previa a 

la reforma constitucional del año 1994, por lo que la posible 

falta de previsión de la facultad de los municipios de actuar 

como autoridad de aplicación proviene de un contexto normativo 

en el que la distribución de potestades se realizaba entre 

Nación y Provincias (fs. 424). 

Señala que el reconocimiento que la Provincia de 

Córdoba lleva a cabo en favor de sus municipios en los artículos 

180 y 186 de su Constitución tiene un correlato explícito en la 

ley provincial 5.313 -de adhesión a la ley 18.824- y que su 

norma reglamentaria (decreto provincial 3372/72), los 

habilitaría como autoridades de aplicación de la regulación 

federal. Sostiene que “una lectura integral de la normativa 

aplicable (…) indica que el Municipio tiene poder de policía 

para controlar los alimentos que serán comercializados en su 

jurisdicción y que no existe dispositivo legal alguno que prevea 

la imposibilidad de hacerlo antes de que la mercadería sea 

descargada” (fs. 430 vta.). 

Entiende que el Municipio de Río Cuarto presta un 

servicio esencial para la salud de la población, que excede al 

mero “visado” de los certificados de sanidad nacional, por lo 

que no cabe asemejarla a un “derecho de tránsito”.  
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En definitiva, manifiesta que los controles 

establecidos no reglan el comercio, ni establecen una aduana 

interior que pretenda el cobro de un tributo por el mero 

tránsito por su territorio, ni imponen derechos de tránsito a la 

circulación de productos, sino que configuran el ejercicio del 

poder de policía en materia de salubridad y sanidad alimentaria, 

que custodia el bienestar y salud de la población de la Ciudad 

de Río Cuarto. 

4°) Que el recurso extraordinario es formalmente 

admisible, pues se ha cuestionado la validez de ordenanzas 

municipales por resultar contrarias a la Constitución Nacional 

(artículos 5°, 9°, 10, 11, 12, 75, inc. 13 y 123 de la 

Constitución Nacional) y normas federales (ley 18.284 y decreto 

815/99), y la decisión definitiva del superior tribunal de la 

causa fue adversa al derecho que el apelante funda en ellas. 

5°) Que las cuestiones aquí debatidas resultan 

parcialmente análogas a las resueltas por este Tribunal en la 

causa CSJ 890/2011(47-M)/CS1 “Molfino Hermanos Sociedad Anónima 

c/ Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, 

pronunciamiento del 17 de diciembre de 2020, en la que se puso 

en tela de juicio la constitucionalidad de una tasa de similares 

características a la aquí controvertida prevista en normas 

provinciales. La singularidad de este caso, sin embargo, radica 

en que en esta oportunidad quien reivindica el ejercicio debido 

de la potestad tributaria local no es una provincia, sino un 

municipio. 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88543&numeroPagina=5
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En concreto, los puntos a resolver consisten en 

determinar la validez constitucional de la contribución que 

incide sobre los servicios de protección sanitaria, prevista en 

los artículos 270 a 275 del Código Tributario aprobado por la 

ordenanza 48/96 del Municipio de Río Cuarto y fundada en su 

autonomía municipal (artículos 5° y 123 de la Constitución 

Nacional y normas concordantes de la Constitución provincial), 

frente a: i) la cláusula que atribuye jurisdicción a la Nación 

para reglar el comercio inter-jurisdiccional (artículo 75, 

inciso 13); y ii) la prohibición constitucional de crear aduanas 

interiores (artículos 9°, 10, 11 y 12). 

6°) Que desde su texto originario la Constitución 

Nacional consagró la institución municipal como parte integrante 

de la organización política federal, ordenando a las provincias 

el aseguramiento de su régimen (artículo 5°). A su turno, la 

reforma constitucional de 1994, al incorporar el artículo 123, 

ratificó esa intencionalidad, explicitando el “régimen 

municipal” del citado artículo 5° al dotar a los municipios de 

autonomía institucional, política, administrativa, económica y 

financiera y confiriendo a las provincias la atribución de 

reglamentar sin desnaturalizar su alcance y contenido concreto 

(Fallos: 325:1249, considerando 7°; 337:1263; “Municipalidad de 

la Ciudad de La Banda”, Fallos: 341:939; “ESSO Petrolera 

Argentina SRL y otro”, Fallos: 344:2123). De acuerdo a este 

diseño, el municipio como ente autónomo encuentra su origen 

normativo en la Constitución Nacional y el quantum de sus 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88546&numeroPagina=6
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88548&numeroPagina=6
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88552&numeroPagina=6
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88554&numeroPagina=6
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atribuciones, competencias e incumbencias, en las constituciones 

provinciales y demás normas complementarias de derecho público 

interno. 

7°) Que así como las provincias se han reservado la 

potestad de darse leyes sobre impuestos y, en general, dictar 

las normas que juzguen conducentes para su bienestar y 

prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el 

artículo artículo 126 de la Constitución, los municipios, por 

imperio de los artículos 5° y 123, cuentan con un reconocimiento 

explícito que los dota de autonomía institucional, política, 

administrativa, económica y financiera de acuerdo a los alcances 

que las provincias dispongan.  

La consagración de ese estatus implica necesariamente 

conceder los medios para la subsistencia. Cuando la Constitución 

Nacional manda a las provincias a “asegurar el régimen 

municipal”, dispone la mantención de una realidad preexistente 

que sólo puede garantizarse con el reconocimiento del “derecho a 

los medios”. Y dentro de ese derecho, se encuentra la creación 

de tributos en base a la potestad tributaria originaria que 

titularizan, circunscripto a límites precisos que delimitan su 

ámbito de validez y que derivan tanto del Estado de Derecho como 

del sistema de organización institucional con sus diferentes 

niveles de decisión (“Gasnor SA c/ Municipalidad de La Banda”, 

Fallos: 344:2728, voto de los jueces Maqueda y Rosatti, 

considerando 7°). 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88555&numeroPagina=7
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8°) Que entre los límites impuestos a la potestad 

tributaria municipal por la forma de estado federal adoptada por 

la Constitución Nacional, se encuentran las cláusulas que 

protegen el mercado común dentro de la federación. En el caso se 

han invocado dos de ellas: por una parte, los principios 

contenidos en los artículos 9°, 10 y 11, en cuanto procuran 

erradicar las aduanas interiores, y, por otra parte, el artículo 

75, inciso 13, que atribuye al Congreso de la Nación la 

competencia para reglar el comercio interjurisdiccional.  

Los dos principios aludidos, esto es la prohibición de 

aduanas interiores y la jurisdicción federal para regular el 

comercio entre los Estados, tienen fuentes y sentidos diversos. 

La condenación de las aduanas interiores enraíza en la historia 

constitucional argentina, y debe su explicación a una lucha 

larga y dolorosa que impidió la unidad nacional, por lo cual su 

interpretación debe buscarse ante todo y primordialmente en la 

propia tradición. En cambio, la cláusula del comercio 

interjurisdiccional, remonta sus fuentes a la Constitución de 

Estados Unidos y tiene contenidos más amplios y difusos (conf. 

arg. Fallos 178:308, citado en Fallos: 306:516, considerando 

5°). 

Si bien se trata de dos cláusulas colindantes, puesto 

que ambas tienden a consolidar la creación del mercado único de 

bienes y servicios dentro de la federación, la distinción de 

origen señalada permite proyectar ámbitos de aplicación 

diferenciados.  

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88556&numeroPagina=8
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88558&numeroPagina=8
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9°) Que con relación a la cláusula del comercio 

interjurisdiccional prevista en el artículo 75, inciso 13 de la 

Constitución Nacional, debe recordarse que, como principio 

general, aun cuando una competencia haya sido delegada a la 

regulación de los órganos federales, los poderes locales no se 

encuentran de plano suprimidos, sino que bien pueden permanecer 

latentes y circunscriptos a un ámbito en el cual no degraden las 

actividades de jurisdicción federal.  

Ello no supone desconocer las competencias nacionales 

derivadas de esa norma, sino interpretar su alcance en línea con 

la directriz trazada por el artículo 75, inciso 30, luego de la 

reforma de 1994, que ha reconocido -incluso dentro de los 

establecimientos de utilidad nacional- el ejercicio de los 

poderes de policía locales en tanto no interfieran con el 

cumplimiento de los fines nacionales. 

En este sentido, a fin de determinar la interferencia 

o incompatibilidad de la regulación local con la federal esta

Corte ha establecido, como principio, que no constituyen por si 

mismos obstáculos reales y efectivos para el logro de los fines 

de utilidad nacional, susceptible de invalidar la norma local: 

i) la mera incidencia económica, ponderada en forma aislada, que

acarrean las normas locales sobre las actividades o 

establecimientos sujetos a jurisdicción federal; ii) las 

regulaciones que resulten periféricas y extrínsecas al núcleo o 

la sustancia de la regulación federal en cuestión; y iii) las 

disposiciones que no impliquen una degradación de la actividad 
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de jurisdicción nacional (“Telefónica Móviles Argentina S.A”, 

Fallos: 342:1061, disidencia de los jueces Maqueda y Rosatti). 

10) Que en el caso bajo análisis no se advierte un 

conflicto de competencias entre la regulación municipal y el 

artículo 75, inciso 13 de la Constitución Nacional, toda vez que 

en el plano legislativo nacional y provincial se ha estructurado 

un sistema de atribuciones concurrentes. Las normas nacionales 

que regulan el control de alimentos se han encargado de dirimir 

el ámbito de fiscalización que corresponde a los diversos 

estamentos del estado federal, permitiendo la actuación 

coordinada de sus tres sujetos necesarios: los municipios, las 

provincias y la Nación.  

Por un lado, las competencias del Servicio Nacional de 

Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA), por ejemplo, se 

encuentran previstas en el artículo 13 del decreto 815/1999 que 

creó el Sistema Nacional de Control de Alimentos, sobre cuyos 

alcances esta Corte ya ha tenido oportunidad de expedirse 

(Fallos: 332:66).  

Y por el otro, el artículo 2° de la ley 18.284 aclara 

que “la autoridad sanitaria nacional podrá concurrir para hacer 

cumplir” el Código Alimentario Argentino en cualquier parte del 

país. En el mismo sentido, el 3° de esa ley 18.284 establece que 

“[l]os productos cuya producción, elaboración y/o 

fraccionamiento se autorice y verifique de acuerdo al Código 

Alimentario Argentino, a esta ley y a sus disposiciones 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88560&numeroPagina=10
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88562&numeroPagina=10
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reglamentarias, por la autoridad sanitaria que resulte 

competente [de] acuerdo al lugar donde se produzcan, elaboren o 

fraccionen, podrán comercializar[se], circular y expenderse en 

todo el territorio de la Nación, sin perjuicio de la 

verificación de sus condiciones higiénico-sanitarias, 

bromatológicas y de identificación comercial en la jurisdicción 

de destino”. 

En ese orden, el decreto 815/1999, dispone en su 

artículo 16 que las “autoridades sanitarias de cada provincia, 

Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires y municipios, 

serán responsables de aplicar el Código Alimentario Argentino 

dentro de sus respectivas jurisdicciones”. Y en ese sentido, el 

artículo 19 de ese decreto establece que “las autoridades 

sanitarias provinciales, del Gobierno Autónomo de la Ciudad de 

Buenos Aires y de los municipios serán las encargadas de 

realizar los controles en bocas de expendio”.  

Finalmente, en el nivel provincial, el Municipio de 

Río Cuarto ha invocado sus competencias con base en la 

Constitución de la Provincia de Córdoba, que “reconoce la 

existencia del Municipio como una comunidad natural fundada en 

la convivencia y asegura el régimen municipal basado en su 

autonomía política, administrativa, económica, financiera e 

institucional” (artículo. 180), y les asigna, entre diversas 

funciones, la de “crear, determinar y percibir los recursos 

económico-financieros”; “atender las siguientes materias: 

salubridad; salud y centros asistenciales; higiene y moralidad 
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pública (…) faenamiento de animales destinados al consumo; 

mercados, abastecimiento de productos en las mejores condiciones 

de calidad y precio; elaboración y venta de alimentos”; y 

“ejercer las funciones delegadas por el Gobierno Federal o 

Provincial” (artículos 186, incs. 3°, 7° y 13). Y en tal 

sentido, el decreto provincial 3372/1972, reglamentario de la 

ley 5.313 por medio de la cual la Provincia de Córdoba adhirió a 

la ley 18.824, atribuye facultades de control bromatológico 

específicas a los municipios en su artículo 11.  

11) Que, aclarada la posibilidad de injerencia local

en la regulación nacional del comercio interjurisdiccional, en 

los circunscriptos límites descriptos precedentemente, admitidos 

por el legislador nacional, corresponde ahora referirse a las 

disposiciones constitucionales referidas a las aduanas 

interiores l (artículos 9 a 12). 

Considerando a la libre circulación de bienes dentro 

del país como un principio que ha merecido especial atención del 

constituyente, esta Corte ha resuelto, citando a Bidart Campos, 

que lo abolido y prohibido por las cláusulas citadas es el 

gravamen a la circulación territorial. El paso de una provincia 

a otra no puede convertirse en un hecho imponible porque el 

hecho de transitar el territorio cualquiera sea la demarcación o 

el límite que se atraviese, goza de libertad.  

Sentado lo anterior, es necesario diferenciar a la 

circulación territorial de la llamada circulación económica, 
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pues la exoneración impositiva de la circulación territorial no 

impide que las provincias graven mercaderías no producidas en 

ellas una vez que han entrado en circulación económica local o 

se han incorporado a la riqueza provincial. Así, distinguida la 

circulación territorial exenta y libre, de la circulación 

económica imponible, lo que la Constitución desestimula e impide 

es que una provincia hostilice el comercio de productos 

originarios o provenientes de otras, o destinados a otras, pero 

no que mantenga su poder impositivo cuando los artículos 

extraños se han mezclado o confundido con la masa general de sus 

bienes, cualquiera sea su origen territorial (CSJ 890/2011(47-

M)/CS1 “Molfino Hermanos Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia 

de s/ acción declarativa de certeza”, sentencia del 17 de 

diciembre de 2020).  

En ese orden, el Tribunal consideró que “las aduanas 

interiores abolidas por la Carta Magna tenían fines económicos y 

fiscales, ya que se proponían defender la producción local 

enfrente de la competencia de la producción de otras provincias, 

y también crear recursos para el erario, siendo la renta 

principal de algunos Estados; lo que explica la resistencia 

tenaz que opusieran a su abolición. Los impuestos aduaneros eran 

principalmente tres: a) el impuesto al tránsito, el más 

enérgicamente vetado por la Constitución, como era el que 

enconaba más la querella entre las provincias, y consistía en un 

impuesto al simple paso de un producto por el territorio de la 

provincia, viniendo de otra provincia y destinado a una tercera; 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88543&numeroPagina=13
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b) el de ‘extracción’ de los productos, impuesto llamado a veces 

de exportación que gravaba la sola ‘saca’ de ellos, destinados a 

otra provincia; c) el de ‘introducción’ o también llamado de 

importación” (Fallos: 178:308, cit. ). 

Fuera de estos tres grandes tipos de aranceles 

aduaneros, la misma obstaculización de la circulación 

territorial puede lograrse mediante regulaciones locales como la 

discriminación de los productos por su origen o la instauración 

de barreras para-fiscales (v.gr.: fitosanitarias o 

bromatológicas) que se enfrenten al ingreso o egreso a un 

territorio provincial o municipal.  

12) Que en este último plano es donde adquieren 

relevancia los tributos vinculados a la prestación de servicios 

de control sanitario, tradicionalmente denominados como tasas de 

abasto.  

Aplicadas a los productos alimenticios, encuentran su 

justificación histórica en el ejercicio del poder de policía de 

la salubridad, originariamente local y actualmente concurrente 

en diversos aspectos, tal como se ha visto. El control de los 

alimentos frescos y naturales, en ese orden, quedaba 

generalmente radicado en los mercados concentradores de abasto 

por razones de eficiencia, pues allí confluían productos 

procedentes de diversos orígenes y –al mismo tiempo–  se 

expendían al consumo. 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88556&numeroPagina=14
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Desde esta óptica, los controles bromatológicos, es 

decir, la fiscalización de los alimentos para resguardar la 

salud pública de los habitantes de un municipio, no podrían 

nunca justificar una diferencia de tratamiento entre productos 

que se hayan elaborado dentro del ejido municipal y aquellos que 

se produzcan fuera de él, pues unos y otros se encuentran 

igualmente destinados al consumo. 

Por lo demás, no puede perderse de vista que la 

creciente sofisticación de las técnicas de elaboración 

alimenticia exige como condición de validez a los municipios que 

pretendan ejercer este contralor –y, eventualmente, percibir la 

tasa en cuestión–, actualizar y desarrollar sistemas de 

fiscalización que impliquen una verificación científica 

orientada a la protección efectiva de la salud pública. En caso 

contrario, la competencia local, legítima cuando se funda en la 

prestación de un servicio de igual carácter, se convierte en una 

excusa con meros fines recaudatorios.  

En definitiva, no puede perderse de vista que todas 

las tasas municipales deben derivar de la prestación de un 

servicio fundado en una incumbencia propia de los municipios. La 

manifestación del poder de imposición local sigue y presupone 

(como es lógico en estos casos) a un legítimo ejercicio de esas 

atribuciones. De lo contrario, es decir, ante una competencia de 

titularidad municipal ejercida contra la Constitución, la tasa 

será inválida no ya por ausencia de prestación del servicio que 
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la justifique, sino como derivación de un hecho imponible 

viciado. 

13) Que en el caso bajo análisis, el Municipio de Río

Cuarto instrumentó la contribución que incide sobre los 

servicios de protección sanitaria cuyo hecho imponible se 

encuentra definido en los siguientes términos: “Por los 

servicios especiales de protección sanitaria prestados directa o 

indirectamente por el Municipio y por las funciones de control 

de desinfección de locales, desratización y otros, se pagará la 

contribución que establece este Título de acuerdo a los montos 

fijos que determine la Ordenanza Tarifaria Anual” (artículo 270 

del Código Tributario aprobado por la ordenanza 48/96, cfr. fs. 

95/96).  

La tasa exige a contribuyentes y responsables obtener 

un certificado habilitante por cada local o establecimiento y 

exime “de los derechos establecidos a los productos que se 

industrialicen en frigoríficos y/o elaboradores locales que se 

comercialicen en Río Cuarto y que posean habilitación sanitaria 

de Organismos Nacionales y Provinciales, teniendo en cuenta el 

desarrollo industrial de la ciudad” (artículos 273, inc. 1° y 

274, inc. 2°). 

Según se ha acreditado, mediante por lo menos dos 

puestos de control sanitario, uno ubicado en el Mercado de 

Abasto de la Ciudad de Río Cuarto, y otro en el Acceso Sur de la 

Ciudad, el Municipio lleva a cabo tareas de inspección a través 
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de su Dirección General de Bromatología y el Ente 

Descentralizado de Control Municipal (cfr. fs. 91, 94 y 96). 

De este modo se da cumplimiento al Reglamento 

Bromatológico Municipal, aprobado por el decreto 608/1993, que 

contiene, entre los artículos 35 a 52, un régimen de contralor 

de productos que ingresan al municipio. Esta norma dispone la 

verificación obligatoria de “todos los productos, subproductos, 

y derivados de origen animal tales como carnes frescas y 

derivados (…), pescados (…) que se introduzcan a la ciudad de 

Río Cuarto” (artículo 35). De cumplirse con la verificación, la 

autoridad otorga un “certificado de autorización para el ingreso 

a la ciudad, especificando el nombre, cantidad, procedencia de 

los artículos, tipo de documentación” que “servirá para la libre 

circulación y expendio (…) del municipio”. De ese conjunto de 

normas se desprende, en definitiva, que la ausencia de 

certificado impide descargar y expender los productos en el 

municipio, y la falta de pago de la tasa deriva en la 

intervención de la mercadería, ya que el artículo 39 del 

ordenamiento señalado dispone que “aquel introductor que posea 

una deuda mayora a 60 días a la fecha de la introducción de 

alimentos a la ciudad de Río Cuarto, no se le prestará dicho 

servicio, no pudiendo descargar mercadería en la ciudad y/o ser 

pasible de la intervención de la mercadería” (artículo 39 y, 

asimismo, artículo 49 del Reglamento).  
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14) Que de lo precedentemente expuesto surge que,

reconocida la titularidad de la competencia bromatológica local 

como válida frente al artículo 75, inciso 13 de la Constitución 

Nacional, el ejercicio que de ella ha desplegado el municipio de 

Río Cuarto al diagramar  la Contribución que Incide sobre los 

Servicios de Protección Sanitaria y pretender su cobro en base 

controles de ingreso de mercaderías, contraviene la prohibición 

de crear aduanas interiores prevista en los artículos 9, 10, 11 

y 12. 

En efecto, la tasa en cuestión: i) discrimina a los 

productos foráneos al declarar la exención a los productos que 

se industrialicen en frigoríficos y/o elaboradores locales (cfr. 

artículos 274, inc. 2° del Código Tributario); ii) si bien no 

grava en sí misma el tránsito, responde a la prestación de un 

servicio de inspección que se ejerce sobre los introductores de 

bienes al ejido municipal (cfr. artículos 37. 39, 44 y 48, entre 

otros, del Reglamento Bromatológico); iii) impide que los 

introductores de mercaderías no radicados en el municipio que no 

la abonen puedan descargar y comercializar sus productos en él 

(artículos 39 y 49 del Reglamento en cuestión). 

En virtud de lo expuesto, la normativa municipal 

cuestionada se erige en un obstáculo a la circulación 

territorial de productos dentro de la Nación y resulta contraria 

a la Constitución Nacional. 
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 Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la señora 

Procuradora Fiscal, se declara formalmente procedente el recurso 

extraordinario y se confirma la sentencia apelada. Con costas. 

Notifíquese y devuélvase. 

VO-//- 
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-//- TO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE DOCTOR DON CARLOS FERNANDO 

ROSENKRANTZ 

Considerando: 

1°) Que Granja Tres Arroyos SACAFEI interpuso una 

acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad contra la 

Municipalidad de Río Cuarto a los efectos de determinar si la 

“Contribución que incide sobre los servicios de protección 

sanitaria” que se exige al introducir en el municipio productos, 

subproductos y derivados de origen animal viola la libre 

circulación de productos y afecta la facultad del Congreso de la 

Nación de reglar el comercio de las provincias entre en sí al 

configurar una interferencia o superposición con el control 

sanitario realizado por los organismos nacionales. 

2°) Que la Sala A de la Cámara Federal de Apelaciones 

de Córdoba confirmó la sentencia del juez federal de Río Cuarto 

que había hecho lugar a la acción interpuesta y, en 

consecuencia, declaró la inconstitucionalidad del tributo 

impugnado. Sostuvo que al establecer la “tasa de abasto” en 

discusión el municipio incurrió en una clara violación del 

Código Alimentario Argentino al avanzar sobre un ámbito de 

competencia exclusiva del Estado Nacional. Señaló que dicha tasa 

somete a los introductores a un doble control al producirse una 

superposición de competencias entre el municipio y los 

organismos nacionales que tienen la potestad de realizar 

controles y otorgar autorizaciones sin intervención de aquéllos. 
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Concluyó en que la tasa es inconstitucional por constituir un 

derecho aduanero sobre mercaderías en tránsito que vulnera la 

cláusula comercial y la prohibición de aduanas interiores. 

3°) Que contra dicha sentencia la Municipalidad de 

Río Cuarto interpuso recurso extraordinario que fue concedido 

por cuestión federal y denegado respecto de la arbitrariedad 

planteada. Sostiene que el poder de policía que le confiere la 

autonomía municipal la faculta a controlar los alimentos que son 

introducidos en su jurisdicción en razón de encontrarse en juego 

la salud de su población. Se agravia de que la interpretación 

realizada por la cámara según la cual el artículo 19 del decreto 

815/99 autoriza a los municipios a controlar los productos 

únicamente en las bocas de expendio no surge de la letra de la 

ley y que podría conducir a la declaración de 

inconstitucionalidad de dicho decreto por desconocer la 

autonomía municipal. Rechaza que exista una superposición de 

competencias, sino facultades concurrentes para realizar el 

control bromatológico de los alimentos que serán consumidos 

dentro de su territorio. 

4°) Que el recurso extraordinario interpuesto resulta 

admisible toda vez que se halla en tela de juicio la aplicación 

e inteligencia de normas de carácter federal y la sentencia 

definitiva del superior tribunal de la causa es adversa al 

derecho que el apelante sustenta en ellas (artículo 14, inc. 3°, 

de la ley 48).  
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En su tarea de establecer la correcta interpretación 

de las normas de carácter federal, este Tribunal no se encuentra 

limitado por las posiciones del tribunal apelado y del 

recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre 

el punto disputado (artículo 16, ley 48), según la inteligencia 

que rectamente les otorgue (arg. Fallos: 307:1457; 320:1915, 

entre otros). 

5°) Que el decreto municipal 608/1993 establece el 

reglamento bromatológico aplicable en la Municipalidad de Río 

Cuarto. El art. 35 de dicho decreto dispone que todos los 

productos, subproductos y derivados de origen animal “que se 

introduzcan a la ciudad de Río Cuarto, serán verificadas en las 

estaciones sanitarias municipales en sus puesto fijos o móviles 

que al efecto se ubiquen o desplacen en por [SIC] cualquier 

punto del Ejido Municipal, contralor que estará a cargo del 

EDECOM - Dirección Gral. de Bromatología”. El artículo 37 

establece que “[s]i la documentación que acompaña los productos 

alimenticios resultara conforme a los requisitos sanitarios que 

la legislación vigente reglamenta, se otorgará al introductor o 

representante, un certificado de autorización para el ingreso a 

la ciudad  (…) Esta certificación servirá para la libre 

circulación y expendio dentro del municipio, siempre que se 

conserven en perfectas condiciones”.  

Por su parte el artículo 39 establece que “[t]odo 

introductor de productos, subproductos o derivado de origen 

animal, ya sea consignado al comercio o a particulares, está 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88566&numeroPagina=22
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88580&numeroPagina=22
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obligado a someterlo a inspección bromatológica, (excluyéndose 

de la inspección los productos o alimentos que introduzcan los 

particulares para consumo propio o familiar) el cual abonará una 

contribución que incide sobre los Servicios de Protección 

Sanitaria según lo establezca la Ordenanza Tarifaria Anual. 

Aquel introductor que posea una deuda mayor a 60 días a la fecha 

de la introducción de alimentos a la ciudad de Río Cuarto, no se 

le prestara dicho servicio, no pudiendo descargar mercadería en 

la ciudad y/o ser pasible de la intervención de la mercadería” 

(el subrayado pertenece al Tribunal). 

En virtud del tributo previsto en el art. 39 del 

reglamento bromatológico citado, el artículo 270 de la ordenanza 

fiscal de la Municipalidad de Río Cuarto establece que “[p]or 

los servicios especiales de protección sanitaria prestados 

directa o indirectamente por el Municipio y por las funciones de 

control de desinfección de locales, desratización y otros, se 

pagará la [Contribución que incide sobre los Servicios de 

Protección Sanitaria]” que recae sobre “las personas físicas o 

jurídicas que se beneficien con los servicios indicados en el 

artículo anterior” (artículo 271). 

6°) Que no se encuentra en discusión la naturaleza de 

tasa —comúnmente conocida como “tasa de abasto”— del tributo 

impugnado, ni si el servicio en cuestión fue efectivamente 

prestado. La cuestión debatida consiste en determinar si, de 

acuerdo con lo establecido por el artículo 75 inc. 13 de la 

Constitución Nacional, el control sanitario de los productos de 
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origen animal de tránsito federal que constituye el hecho 

imponible de la tasa en cuestión es una facultad concurrente del 

municipio en ejercicio de su poder de policía sanitario o 

compete en exclusiva a las autoridades sanitarias nacionales, en 

cuyo caso “carecerá de causa” por cuanto ello es lo que ocurre 

con “toda tasa que se quiera establecer en virtud de un servicio 

cuya prestación no compete a la actora” (CSJ 82/2000(36-M)/CS1  

“Municipalidad de Quilmes c/ Edesur S.A.”, sentencia del 7 de 

mayo de 2002). 

7°) Que el control sanitario de los productos 

alimenticios de tránsito federal es una competencia exclusiva de 

la Nación conforme las disposiciones higiénico-sanitarias, 

bromatológicas y de identificación comercial incorporadas en el 

Código Alimentario Argentino establecido por la ley 18.284 (en 

adelante, CAA) y sus normas reglamentarias. El CAA establece que 

las disposiciones mencionadas rigen “en todo el territorio de la 

República” (artículo 1°) y “se aplicarán y harán cumplir por las 

autoridades sanitarias nacionales, provinciales o de la 

Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires [actualmente, Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires], en su respectiva jurisdicción. Sin 

perjuicio de ello, la autoridad sanitaria nacional podrá 

concurrir para hacer cumplir dichas normas en cualquier parte 

del país” (artículo 2°).  

De acuerdo con el artículo 2° citado, las distintas 

jurisdicciones involucradas —nacionales, provinciales y 

municipales— tienen facultades para aplicar el CAA en su 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88569&numeroPagina=24
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“respectiva jurisdicción”, lo que naturalmente excluye de la 

competencia de las autoridades sanitarias locales el control de 

los productos alimenticios de tránsito federal, función que 

constituye una incumbencia propia de la Nación derivada de la 

atribución al Congreso de la facultad para reglar el reglar el 

comercio de las provincias entre sí (artículo 75, inc. 13, de la 

Constitución Nacional) y que ha ejercido con la sanción del CAA. 

Al prever la facultad de “concurrir” para asegurar el 

cumplimiento uniforme del CAA en todo el país, el mencionado 

artículo 2° le reconoce a la autoridad sanitaria nacional la 

prerrogativa federal de acudir a las jurisdicciones locales para 

verificar la observancia del “sistema de cobertura nacional” 

adoptado por el CAA, lo que incluye la supervisión de 

establecimientos, institutos o servicios oficiales “cualquiera 

sea la jurisdicción de que dependan” (artículo 6°).  

8°) Que, concretamente, el artículo 3° del CAA 

establece que “los productos cuya producción, elaboración y/o 

fraccionamiento se autorice y verifique de acuerdo al Código 

Alimentario Argentino, a esta ley y a sus disposiciones 

reglamentarias, por la autoridad sanitaria que resulte 

competente de acuerdo al lugar donde se produzcan, elaboren o 

fraccionen, podrán comercializarse, circular y expenderse en 

todo el territorio de la Nación, sin perjuicio de la 

verificación de sus condiciones higiénico-sanitarias, 

bromatológicas y de identificación comercial en la jurisdicción 

de destino”. 
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que las actividades económicas interjurisdiccionales sean 

entorpecidas, complicadas o impedidas por los Estados 

Dicho artículo establece una clara distribución de 

competencias según la cual los alimentos autorizados y 

verificados por la autoridad sanitaria competente que pasen a 

integrar el tránsito federal pueden “comercializarse, circular y 

expenderse en todo el territorio de la Nación” estando las 

jurisdicciones “de destino” únicamente autorizadas para realizar 

el control sanitario de los alimentos una vez que se ha agotado 

el tránsito federal. Es decir, las autoridades locales pueden 

ejercer el poder de policía sanitario cuando los alimentos se 

incorporan a su territorio para ser comercializados 

(“expenderse”) allí,  no pudiendo hacerlo inmediatamente al 

momento de entrada de la mercadería que permanece en las mismas 

condiciones, bajos los mismos envases y sin que se haya operado 

comercialmente sobre ella (Fallos: 168:268).  

 Desde antiguo el Tribunal ha declarado la 

inconstitucionalidad de tasas de inspección sanitaria aplicadas 

al introducirse alimentos cuando éstos han sido sometidos 

previamente a la inspección veterinaria y sanitaria nacional, 

“todo lo cual implica que ni las provincias ni los municipios 

pueden gravar su introducción, ni aún so pretexto de inspección 

y certificado de sanidad, cuando ello ha sido realizado por la 

Nación” (Fallos: 199:36, consid. VI y fallos allí citados). En 

consonancia con lo expuesto, ha sostenido que el artículo 3° del 

CAA “se enmarca en la concepción del comercio que procura evitar

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88583&numeroPagina=26
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88572&numeroPagina=26
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provinciales, ya que ello conspira contra la unidad del 

‘comercio’ y la libertad de tránsito de mercaderías, en el 

contexto del sistema federal y su regular 

funcionamiento” (“Logística La Serenísima S.A. y otros c/ 

Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de 

inconstitucionalidad”, sentencia del 9 de diciembre de 2015, 

consid. 6° y CSJ 834/2012(48-M)/CS1 “Milkaut S.A. c/ 

Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, 

sentencia del 15 de marzo de 2016). En dichos 

precedentes estaba en discusión una tasa como la aquí impugnada 

establecida por una ley provincial, resultando aplicable su 

doctrina a esta causa puesto que —al tratarse el tránsito 

federal de alimentos de una expresión del comercio 

interjurisdiccional— el principio constitucional que impera en 

las relaciones entre los Estados provinciales debe regir con 

mayor razón las relaciones económicas y jurídicas entre las 

entidades jurisdiccionales, como los municipios, creadas dentro 

del orden interno de cada provincia para su mejor administración 

(Fallos: 175:205; 217:857) y cuyo régimen constituye un 

requisito de la autonomía provincial (Fallos: 156:323; 321:1052, 

entre otros).  

9°) Que la distribución de competencias en materia de 

control sanitario establecida en el citado artículo 3° del CAA 

ha sido reglamentada por el decreto 815/99 que establece el 

“Sistema Nacional de Control de Alimentos” en su título II y la 

competencia de las “autoridades sanitarias provinciales y 

municipales” en su título III. 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88574&numeroPagina=27
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88600&numeroPagina=27
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88601&numeroPagina=27
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88602&numeroPagina=27
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88603&numeroPagina=27
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88604&numeroPagina=27
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El mencionado sistema nacional de control de 

alimentos tiene como objetivo asegurar el fiel cumplimiento del 

CAA en todo el territorio del país en lo relativo a la 

elaboración, transformación, transporte, distribución y 

comercialización de todos los alimentos para el consumo humano 

(artículos 1° a 3°, decreto 815/99). Se encuentra integrado por 

la Comisión Nacional de Alimentos, el Servicio Nacional de 

Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA) y la Administración 

Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) 

y prevé la integración por parte las autoridades sanitarias 

provinciales y del Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos 

Aires (artículo 4°).  

En cuanto aquí interesa, por tratarse la actividad de 

la actora de la comercialización de aves y productos avícolas, 

el artículo 12 del decreto 815/1999 establece que el SENASA 

“será el encargado de ejecutar la política que el gobierno dicte 

en materia de sanidad animal y vegetal, y de asegurar el 

cumplimiento del CAA, para aquellos productos que estén bajo su 

exclusiva competencia”. La competencia exclusiva del SENASA para 

realizar el control sanitario de los productos alimenticios de 

tránsito federal surge de su facultad para “[r]egistrar 

productos y establecimientos, y ejercer la fiscalización 

higiénico-sanitaria en la elaboración, industrialización, 

procesamiento, almacenamiento en los establecimientos y 

depósitos de los productos, subproductos y derivados de origen 

animal de tránsito federal o internacional detallados en el 
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Anexo I el presente decreto. Asimismo, registrará y fiscalizará 

los medios de transporte en el área de su competencia” (artículo 

13, inc. c, el subrayado pertenece al Tribunal).  

Por su parte, la ley 27.233 que declara de interés 

nacional la sanidad de los animales y los vegetales (artículo 

1°) y de orden público las normas nacionales involucradas en 

dicha materia (artículo 2°) designa al SENASA como “la autoridad 

de aplicación y el encargado de planificar, ejecutar y controlar 

el desarrollo de las acciones previstas en la presente ley” 

(artículo 5°). Concretamente, el artículo 6° establece que “[a] 

los efectos de las previsiones de la presente ley y del 

cumplimiento de los objetivos del Sistema Nacional de Control de 

Alimentos creado mediante decreto 815 del 26 de julio de 1999, 

se encuentra facultado, asimismo, para establecer los 

procedimientos y sistemas para el control público y privado de 

la sanidad y la calidad de los animales y vegetales y del 

tráfico federal, importaciones y exportaciones de los productos, 

subproductos y derivados de origen animal…” (el subrayado 

pertenece al Tribunal). 

El Tribunal ha destacado que con los rigurosos 

controles a los que el SENASA somete a los productos y 

subproductos de origen animal se cumple “la fiscalización 

estatal suficiente en protección de la salud de la población, 

fin primordial de la legislación aplicable en materia 

sanitaria”, para concluir en que “regular la registración de 

productos de origen animal en tránsito federal ya certificados 
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por el SENASA, colisiona con la legislación nacional e incurre 

en ‘una repugnancia efectiva entre una y otra facultad’ (Fallos: 

300:402), y conculca así el principio de supremacía federal 

consagrado en el artículo 31 de la Constitución Nacional 

(Fallos: 310:112; 321:1705; 323:1705)” (Fallos: 332:66, consid. 

14 y 19). Asimismo, ha sostenido que el decreto 815/1999 ha 

establecido un deslinde de competencias que procura asegurar el 

cumplimiento eficaz y armónico del sistema de control sanitario 

de alimentos al establecer que ciertos productos de origen 

animal de tránsito federal sean autorizados por el organismo 

nacional (“Logística La Serenísima S.A. y otro”, consid. 12), 

competencia que ha sido reafirmada por la ley 27.233 al designar 

al SENASA como la autoridad de aplicación de dicha ley en 

materia de sanidad de animales y vegetales. 

10) Que la ausencia de facultades concurrentes 

locales para fiscalizar productos alimenticios de tránsito 

federal ya autorizados por la Nación surge claramente de las 

normas relativas a las autoridades sanitarias provinciales y 

municipales establecidas en el mencionado título III del decreto 

815/1999, cuyo artículo 19 concretamente establece que “[l]as 

autoridades sanitarias provinciales, del Gobierno Autónomo de la 

CIUDAD DE BUENOS AIRES y de los municipios serán las encargadas 

de realizar los controles en bocas de expendio”.  

De acuerdo con esta norma, los productos que han sido 

elaborados en otra jurisdicción e ingresan al territorio de otra 

para su comercialización solo pueden ser controlados en los 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7866221&idCita=88611&numeroPagina=30
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lugares previstos por el sistema nacional de control de 

de Alfredoalimentos (“Sucesores   Williner S.A. c/ Neuquén, 

Provincia del s/ acción declarativa de certeza”, sentencia del 3 

de mayo de 2016). Al autorizar los controles sanitarios locales 

exclusivamente en las “bocas de expendio”, el artículo 19 citado 

complementa al artículo 3° del CAA (“Logística La Serenísima 

S.A. y otro”, consid. 7°) que permite verificar los productos 

únicamente al momento de “comercializarse, circular y 

expenderse” en las respetivas jurisdicciones, una vez que hayan 

abandonado el comercio interprovincial y se encuentren 

confundidos con la masa de valores de la riqueza local del 

Estado (Fallos: 168:268). 

Al respecto, el Tribunal ha destacado que “si se 

admitiese la coexistencia de poderes provinciales en este punto, 

con relación a los productos lácteos de tránsito federal ya 

fiscalizados por la Nación, como pretende la provincia 

demandada, y la fiscalización en tránsito que establece la norma 

local, cuando la nacional fija un punto distinto de control —con 

el propósito de realizar un control final del producto expuesto 

para la venta—, se produciría la neutralización de la actividad 

federal que la Constitución evita, como uno de los recursos más 

poderosos para preservar la existencia de la Nación”  

(“Logística La Serenísima S.A. y otro”, consid. 11). 

11) Que la delimitación del ámbito espacial y temporal

en el que las jurisdicciones locales pueden controlar productos 

alimenticios provenientes de otras jurisdicciones, que surge del 
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artículo 19 del decreto 815/1999, deriva de las restantes normas 

del título III que regulan la competencia de las autoridades 

sanitarias provinciales y municipales. En efecto, el artículo 16 

de dicho decreto dispone que “[l]as autoridades sanitarias de 

cada provincia, Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires y 

municipios serán responsables de aplicar el CAA dentro de sus 

respectivas jurisdicciones”. Por su parte, el artículo 18 

establece que “[l]as autoridades sanitarias de cada provincia y 

del Gobierno Autónomo de la CIUDAD DE BUENOS AIRES, registrarán 

productos y establecimientos que soliciten autorización para 

industrializar, elaborar, almacenar, fraccionar, distribuir y 

comercializar alimentos, con las excepciones dispuestas en el 

Artículo 13 del presente decreto. Las autorizaciones se 

otorgarán según los requisitos uniformes que se establezcan”. 

De acuerdo con las normas citadas, las autoridades 

sanitarias locales sólo están autorizadas para aplicar el CAA 

“dentro” de sus respectivas jurisdicciones a cuyo fin podrán 

registrar productos y establecimientos “con las excepciones 

dispuestas en el Artículo 13 del presente decreto”. Ello deja en 

claro que en ningún caso están autorizadas para ejercer la 

fiscalización higiénico-sanitaria de los productos, subproductos 

y derivados de origen animal de tránsito federal que el artículo 

13, inc. c, atribuye como competencia exclusiva del SENASA, 

entre la que se encuentra la facultad de fiscalizar su 

transporte a los efectos de evitar la contaminación y el 

deterioro de los productos y con el fin de procurar su 
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inocuidad, calidad e integridad (cfr. Capítulo XXVIII sobre 

transporte del decreto 4238/1968 que establece el Reglamento de 

inspección de productos, subproductos y derivados de origen 

animal y la resolución SENASA 711/2022 que actualiza la 

normativa a fin de adecuarla a las nuevas modalidades y 

escenarios del traslado de los productos de origen animal). Al 

respecto, el artículo 37 del decreto 815/1999 es categórico al 

disponer que “[l]as habilitaciones, inscripciones, 

certificaciones de establecimientos, productos, transportes y 

depósitos que otorgue un organismo nacional en el área de su 

competencia, serán reconocidas y aceptadas por el otro y no 

implicará mayores costos”, reafirmando con ello que el poder de 

policía sanitaria de las jurisdicciones locales se circunscribe 

a los controles en las bocas de expendio y no alcanza a las 

instancias previas del transporte de los productos alimenticios. 

12) Que cabe destacar que cuando el decreto 815/1999

quiso establecer facultades concurrentes en materia sanitaria 

así lo dispuso expresamente en su título IV para situaciones 

particulares (“Competencias concurrentes. Productos lácteos”). 

En efecto, el artículo 32 establece que una vez habilitados los 

“establecimientos elaboradores de productos lácteos”, sea que 

estén destinados al tránsito federal y/o exportación o al 

consumo local o intraprovincial, “los mismos serán sometidos a 

un sistema de auditorías concurrentes entre los organismos 

nacionales, provinciales, municipales y Gobierno Autónomo de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires que resulten competentes. A tal 
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fin se confeccionarán los correspondientes manuales de auditoría 

a los efectos de unificar criterios y procedimientos”. Lo 

expuesto permite concluir en que el sistema nacional de control 

sanitario únicamente reconoce competencias concurrentes para 

controlar determinados “establecimientos” ubicados en las 

respectivas jurisdicciones locales. Asimismo, el artículo 17 del 

decreto 815/1999 establece que “[l]as autoridades provinciales y 

del Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires percibirán 

las tasas que abonen los establecimientos por la prestación de 

servicios en el área de su competencia”, norma que obtura toda 

posibilidad de exigir una tasa al “introductor” de los alimentos 

a la jurisdicción de un municipio. Vale añadir que no se ha 

demostrado que estas normas conculquen en modo alguno facultades 

de orden local. Por el contrario, ellas circunscriben de modo 

razonable lo que constituye el “tránsito federal” a los fines 

del CAA y, de esa manera, permiten el ejercicio ordenado de las 

facultades de los distintos órdenes de gobierno en atención a la 

protección de los bienes que la legislación nacional busca 

tutelar. 

13) Que el control sanitario efectuado al ingresar los

productos alimenticios al territorio municipal que integra el 

hecho imponible de la tasa impugnada invade el ámbito de 

incumbencias del SENASA en el marco del sistema nacional de 

control de alimentos, competencia que, por el solo hecho del 

tránsito interjurisdiccional, se encuentra regulada por la 

Nación y a ella reservada de acuerdo con lo establecido por el 
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artículo 75, inc. 13, de la Constitución Nacional. Al limitar la 

competencia bromatológica al control en las bocas de expendio, 

la normativa federal asegura que no puedan aplicarse tasas de 

abasto para controlar el ingreso de alimentos a las 

jurisdicciones locales. Ello hace innecesario el análisis sobre 

si dicha tasa encubre un impuesto de introducción prohibido por 

los artículos 9, 10 y 11 de la Constitución Nacional y por 

la jurisprudencia constante del Tribunal (Fallos: 168:268; 

170:71; 199:36, entre otros) puesto que, al involucrar una 

prestación que no compete a las jurisdicciones locales, la 

tasa carece de causa y por esa sola razón no puede ser exigida 

(“Municipalidad de Quilmes c/ Edesur S.A.”, citado). 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la señora 

Procuradora Fiscal, se declara admisible el recurso 

extraordinario y se confirma la sentencia apelada. Con costas. 

Notifíquese y devuélvase. 

DISI-//- 
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-//-DENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR RICARDO LUIS LORENZETTI 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es inadmisible (artículo 

280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).  

Por ello, se lo desestima. Con costas. Notifíquese y 

devuélvase 

Firmado Digitalmente por ROSATTI Horacio Daniel Firmado Digitalmente por ROSENKRANTZ Carlos Fernando

Firmado Digitalmente por MAQUEDA Juan Carlos Firmado Digitalmente por LORENZETTI Ricardo Luis
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Recurso extraordinario interpuesto por la Municipalidad de Río Cuarto, 

representada por el Dr. Julián C. Oberti. 

Traslado contestado por Granja Tres Arroyos SACAFEI, representada por el Dr. 

Juan. Manuel Álvarez Echagüe. 

Tribunal de origen: Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba, Sala A. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Federal de Río Cuarto. 

 




